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Resumen:
						                           
El objetivo de este artículo es analizar la influencia de la legislación local en el mercado de trabajo rural de Castilla la Nueva entre los siglos XV y XVI. Se argumenta que la regulación política fue un pilar fundamental en la creación de un mercado de trabajo y que, en un escenario caracterizado por el “problema del trabajo”, las ordenanzas tendieron a responder a los intereses de los empleadores. En apartados sucesivos, se analizan las tres aristas fundamentales de las relaciones asalariadas: la atracción de mano de obra, la remuneración y la duración de la jornada laboral. Todo ello contribuye a una comprensión más acabada de las especificidades del trabajo asalariado en el contexto de las transformaciones que experimentó la economía campesina en la Baja Edad Media y temprana Modernidad.  
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Abstract:
							                           
 The objective of this article is to analyze the influence of local legislation on the rural labor market of Castilla la Nueva between the 15th and 16th centuries. It is argued that political regulation was a fundamental pillar in the creation of a labor market and that, in a scenario characterized by the 'labor problem', municipal ordinances tended to respond to the interests of employers. In successive sections, the three fundamental facets of wage relations are analyzed: attraction of labor, remuneration, and duration of the working day. Taken together, this contributes to a more comprehensive understanding of the characteristics of wage labor within the context of the transformations experienced by the peasant economy during the Late Middle Ages and Early Modernity.  
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1. Introducción 


El presente artículo se propone analizar el impacto de la legislación local en el mercado de trabajo rural de Castilla la Nueva entre los siglos XV y XVI. Hacia esta época, la Corona había delegado en los poderes municipales la capacidad de regular muchos de los aspectos económicos y administrativos de su jurisdicción. Las ordenanzas locales que surgieron de este proceso nos proporcionan, por su densidad casuística y su cercanía a la realidad, información concreta sobre el funcionamiento del mercado laboral. Su valor para la historia económica, señalado tempranamente por referentes de la historiografía hispanista,1 ha cobrado un renovado protagonismo en las agendas de investigación actuales (Asenjo González, 2001; Luchía, 2022; Colombo, 2023).

El estudio del entramado legal que regulaba las relaciones asalariadas es significativo en un doble sentido. Por un lado, permite conocer los rasgos específicos e históricamente determinados del trabajo asalariado bajomedieval y tempranomoderno, cuya naturaleza distaba de su expresión moderna y de las otras configuraciones que adoptó a lo largo de la historia. Por otro lado, incluso cuando algunas disposiciones no se cumplieran en la práctica, la legislación expresa las intenciones y preocupaciones del grupo social que la promulgaba, algo sumamente relevante para comprender el fenómeno. Son numerosos los autores que plantean que las ordenanzas, además de cumplir con el rol regulador de todo órgano político, seguían en gran medida los intereses de los vecinos herederos (Vassberg, 1986, p. 249; Bernardo Ares, 1987, p. 23; Martín Cea y Bonachía, 1998, p. 33; Morollón Hernández, 2005, p. 286). Como veremos en lo sucesivo, en tanto propietaria de tierras en el alfoz de la villa y explotadora de trabajo asalariado (Astarita, 2005b), la oligarquía urbana creó a través de las ordenanzas un marco legal que reguló las relaciones laborales en una dirección favorable a los empleadores.




2.  El “problema del trabajo”

Para comprender acabadamente la legislación laboral, es preciso atender a la complejidad de las transformaciones económicas que sufrieron las economías campesinas entre los siglos XV y XVI. En diversas regiones de Europa, se experimentó una profundización del proceso de diferenciación social del campesinado. A su vez, el avance sobre los derechos comunales y la mercantilización de la economía rural intensificaron la vulnerabilidad de los sectores más empobrecidos de la comunidad, cuya manifestación material fue la reducción de las tenencias y el endeudamiento crónico. Esta dinámica consolidó un estrato de productores pauperizados, con limitado acceso a la tierra, que debió acudir crecientemente al arriendo o al trabajo asalariado para subsistir. Christopher Dyer (1991, p. 270) calcula que al menos un tercio de la población inglesa del siglo XIV vivía de su salario y que la cifra llegaba a dos tercios en algunas regiones. Según Laurent Feller (2007), a finales de la Edad Media se había formado un “verdadero mercado del trabajo” (p. 16). Por su parte, Georges Duby (1999) constata que hacia el siglo XIII la producción agrícola dependía tanto en Inglaterra como en el continente de un “proletariado de jornaleros” (pp. 343-353). En Castilla la Nueva, la cuestión no era diferente: allí, en palabras de Noël Salomon (1964), “la palabra campesino significaba, en dos casos de tres, obrero agrícola” (p. 268).


Sin embargo, la lenta desestructuración de la reproducción campesina que caracterizó al feudalismo tardío no supuso la inmediata aparición de un mercado de trabajo asalariado en sentido moderno. Incluso entre los campesinos empobrecidos, que con el correr de los siglos habían ido perdiendo su capacidad de subsistir autónomamente, existían aún condiciones para eludir, al menos parcialmente, el mercado de trabajo. La labor en una pequeña parcela, los aprovechamientos comunales, la caza, la pesca, la recolección e incluso el pequeño hurto eran actividades que permitían al campesinado en vías de desposesión cubrir parte de su subsistencia, lo que ponía un freno a su asalarización. A causa de esta situación estructural, los siglos XV y XVI estuvieron caracterizados por una escasez de fuerza de trabajo y por salarios elevados, que representaron un problema ante quienes la demandaban.


El “problema del trabajo”, como se lo ha llamado, ha sido un campo dinámico de la historiografía en las últimas décadas. En concreto, este “problema” hace referencia a la dificultad de los poderes feudales de garantizar una fuerza de trabajo constante, disciplinada y barata tras las transformaciones de la economía campesina y el debilitamiento de los poderes de mando privados sobre los productores. La situación se combatió con distintas estrategias de control sobre la mano de obra, entre las que destacan las leyes laborales: un complejo entramado legal que apuntó a contener los salarios y a atraer, controlar y retener a los trabajadores allí donde se los demandaba.


En Europa, este tipo de legislación adoptó configuraciones diversas según la región, como ha señalado Samuel Cohn (2007). Las diferencias no se limitaron al contenido de las normas, sino que alcanzaron también a la naturaleza de las autoridades que las sancionaban —monarquías, poderes urbanos u otras instancias jurisdiccionales—, al alcance de su potestad normativa y a los destinatarios concretos de las regulaciones: algunas disposiciones se dirigían a los artesanos urbanos y otras a la fuerza de trabajo rural; también variaban los aspectos regulados, que comprendían, entre otros, los salarios, la movilidad de los trabajadores y distintas formas de disciplinamiento. El panorama heterogéneo que presenta Cohn invita a profundizar sobre estudios de caso, que contemplen las estructuras sociales propias del territorio y las necesidades específicas de los poderes políticos. Sobre esta base, el contraste con otras regiones puede nutrir el análisis: muchos de los mecanismos de control sobre los productores que constataremos en Castilla la Nueva estaban también presentes en otros sitios de Europa, como la prohibición de emigrar en tiempos de cosecha, el establecimiento de salarios máximos, la obligación de los mendigos de trabajar y la restricción de vías alternativas de subsistencia (Lis y Soly, 2012).


La coerción legal que pesaba sobre los productores impide pensar al trabajo asalariado de la temprana Modernidad como “libre”; más bien, el escenario europeo estaba dominado por formas típicamente “no libres”, centradas en la sumisión personal del trabajador al empleador, en la carencia de independencia habitacional y en los castigos penales por incumplimiento del contrato (Steinfeld, 1991; Hay y Craven, 2004; Stanziani, 2014). Whittle y Lambrecht (2023) proponen la categoría “less than free” para hacer referencia a todas aquellas formas que adoptó el trabajo asalariado en las que convivían elementos económicos con otros de carácter extraeconómico. Este aporte permite superar la dicotomía entre “trabajo libre” y “no libre” y pone de relieve la multiplicidad de manifestaciones que adoptó el trabajo asalariado en el contexto transicional.


Dichas formas de explotación, alejadas del trabajo asalariado moderno, “libre”, pero también de la servidumbre clásica, se constatan en la Península Ibérica. Octavio Colombo (2023; 2025) argumenta que en Castilla y en Andalucía los propietarios se valieron tanto de incentivos como de mecanismos abiertamente represivos para atraer mano de obra hacia sus explotaciones. De esta forma, la legislación se presentó como un medio de los empleadores para moldear el mercado laboral en su favor. Pero si bien los propietarios compartían la necesidad de aliviar la escasez de fuerza de trabajo y de imponer disciplina laboral, también competían entre sí para atraer asalariados hacia sus heredades. En este escenario, como señala Colombo, la legislación permitió aplacar esta tensión entre los empleadores al imponer penas sobre las faltas individuales en beneficio del conjunto.





3. La región de Castilla la Nueva



Anclaremos nuestra investigación en Castilla la Nueva, aquella región que coincide a grandes rasgos con las actuales provincias españolas de Toledo, Guadalajara, Cuenca, Ciudad Real, Madrid y Albacete. Se trata del mismo recorte geográfico empleado por Noël Salomon (1964) en su clásico estudio sobre el mundo rural castellano. El predominio del régimen concejil en la región propició la producción de un mismo tipo normativo —las ordenanzas locales—, lo que ofrece un corpus regular para el análisis. Asimismo, como señala Reyna Pastor de Togneri (1968, p. 173), el área compartía un conjunto de características del paisaje, la situación de frontera y la estructura agraria. Esta relativa homogeneidad en términos socioeconómicos explica que el “problema del trabajo” presente allí una fisonomía similar.


Dentro de la Península, los estudios sobre el trabajo asalariado se han concentrado principalmente en el sur (Borrero Fernández, 1987, 2010, 2014; Gutiérrez, 1999; Florencio Puntas y López Martínez, 2003; González Beltrán, 2005). El contraste con esta región, donde la polarización social y la concentración de la tierra se hallaban en estadios más avanzados, será de utilidad a lo largo del trabajo, al igual que el caso de la submeseta norte, donde también se ha estudiado (Colombo, 2023). Por su parte, la problemática ha quedado rezagada en Castilla la Nueva.2


Del conjunto del área, hemos hecho un relevamiento de las ordenanzas de 10 comunidades de villa y tierra, todas ellas sancionadas entre los siglos XV y XVI.3 La Figura 1 muestra la ubicación geográfica de los concejos trabajados. Como se ve en la Tabla 1, la selección abarca poblaciones de gran tamaño (Toledo y Talavera de la Reina), algunas medianas (Guadalajara, Ciudad Real y Albacete) y otras pequeñas (Hita, Maqueda, La Torre de Esteban Hambrán, Santorcaz y Mestanza), con regímenes jurisdiccionales diversos; todo ello torna a la muestra representativa de las distintas realidades que convivían en la región. De todas formas, la problemática no se presentó de manera uniforme en el espacio: como se demostrará, existió una correlación entre el tamaño de las comunidades y la densidad de las regulaciones laborales.






Tabla 1





Régimen jurisdiccional y población de los concejos trabajados
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Fuente: Corona de Castilla entre 1525 y 1540 (Carretero Zamora, 2008)4.  











Figura 1





Distribución espacial de los concejos trabajados sobre la región de Castilla la Nueva 
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Fuente: Elaboración propia en QGIS5.








En lo sucesivo, analizaremos el impacto de la legislación laboral local en el mercado de trabajo rural. Es preciso remarcar que las ordenanzas municipales se hallaban inscritas en un contexto legislativo más amplio, articulado por la monarquía. Con respecto al trabajo asalariado, la Corona solía establecer directrices generales, que luego eran legisladas localmente por los concejos, como ocurrió con los salarios máximos y la duración de la jornada laboral (Florencio Puntas y López Martínez, 2003, p. 67; González Beltrán, 2005, p. 14). Estructuraremos la problemática a través de tres aristas esenciales: movilización de mano de obra, la remuneración y la extensión de la jornada laboral. 



 




4. La movilización de mano de obra 


Hacia los siglos XV y XVI, la fuerza de trabajo escaseaba en el mercado (Monsalvo Antón, 1988, p. 434; Colombo, 2023, p. 148). Incluso en una zona de marcada diferenciación social como Andalucía y en una fecha tan tardía como el siglo XVIII, la situación seguía siendo similar en lo esencial (Florencio Puntas y López Martínez, 2003, pp. 70-71; González Beltrán, 2005, p. 24). La documentación muestra que la cuestión era claramente percibida por los contemporáneos: en Albacete, el concejo se lamentaba “porque ay gran falta de jente y no se halla quyen cabe las vinnas” (Carrilero Martínez, 1997, p. 270), mientras que en Toledo, los vecinos propietarios “non fallavan por sus dineros quién les labrase nin proveyese sus bienes e heredades” (Morollón Hernández, 2005, p. 392). La competencia entre empleadores por el recurso escaso redundaba en una presión al alza de los salarios que ponía en riesgo la rentabilidad de las explotaciones.
En este escenario, los concejos pusieron en marcha una serie de medidas de índole económica para aliviar el problema de la escasez y de los salarios elevados, entre las que destacan el establecimiento de salarios máximos, la extensión de privilegios comerciales y el acceso a ciertos derechos comunales. Como veremos, los empleadores, beneficiados por estas disposiciones a nivel colectivo, en ciertas ocasiones violaron las normas persiguiendo su beneficio individual.


El más elemental de los mecanismos económicos de atracción de la mano de obra por parte de los propietarios fue el ofrecimiento de salarios más altos que los de sus competidores, incluso cuando estos sobrepasaran los topes salariales establecidos legalmente. En algunos casos, la violación se realizaba directamente, al pagar más de lo debido; en otros, de forma indirecta, a través de expresiones no monetarias del salario. Esta cuestión será analizada en profundidad en el apartado siguiente.


Otro estímulo económico fue la extensión de privilegios comerciales. En Toledo, la comercialización del vino era un privilegio de los vecinos herederos. Aquellos que no contaban con este beneficio, sólo podían vender su producción en los mercados aldeanos, más pequeños y por ende menos atractivos. Como un incentivo para emplearse para ellos, el concejo de Toledo extendió el acceso al mercado urbano a los trabajadores dependientes de los vecinos herederos (Morollón Hernández, 2005, p. 310). Se trataba de una política de atracción de la mano de obra en la que no se ofrecía un bien material, sino el acceso a un mercado donde colocar una pequeña producción vitícola.


Entre los recursos de los empleadores, se encuentra también la permisión de ciertas prácticas ilegales durante la jornada laboral. El robo de tallos, leña, frutos y otros recursos por parte de campesinos empobrecidos constituía una estrategia de subsistencia que quedó ampliamente plasmada en las fuentes.6 En ocasiones, estos hurtos eran realizados por asalariados en las mismas heredades en las que trabajaban, en connivencia con los propios empleadores. La omisión deliberada del control sobre estas infracciones representaba en la práctica un complemento no monetario del salario y constituía un mecanismo de atracción de la fuerza de trabajo. Y dado que se trataba de una forma indirecta de sobrepasar los topes salariales, esta praxis fue perseguida por los concejos. En Hita, se prohibió que los jornaleros tomaran cepas y otras ramas para leña “aunque el heredado se lo mande”, es decir, con su aval. La pena de 300 maravedíes recaía tanto sobre el trabajador como sobre el propietario.7 En Ciudad Real se ordenó que ningún jornalero tomase gavillas de mieses para sí durante la siega ni entrara a espigar antes de lo debido, “aunque diga que el dueño de la heredad se lo a y lo consientta”.8 Así, vemos que, en algunas ocasiones, las formas indirectas del salario se apoyaban sobre prácticas consuetudinarias. Considerada globalmente, la prohibición de ofrecer complementos salariales en sus diversas formas podía perjudicar a los herederos en tanto individuos, pero no hacía sino favorecer al conjunto de ellos, al resguardarlos de una competencia desmedida.


En Ciudad Real, se otorgaba una exención tributaria a una parte de los animales de los pastores asalariados, que apacentaban junto con la cabaña de su empleador. Este incentivo para atraer trabajadores permitía, además, al propietario descargar parte del salario del pastor en su propia labor autónoma. Pero las ordenanzas cuentan que algunos propietarios elevaban ilegalmente el número de cabezas eximidas, lo que les daba una ventaja en el mercado laboral. El concejo reguló esta situación —en la que, nuevamente, el interés individual de un heredero resultaba en un perjuicio para el conjunto—, y limitó a un 10% la cantidad de animales que el pastor asalariado podía tener eximidos, sobre el total del ganado que cuidaba. Las penas, al igual que en otros casos en los que la disposición funcionaba como control colectivo, recaían tanto sobre el pastor como sobre su empleador.9 Este ejemplo revela el peso que podían tener los derechos comunales como soporte del mercado laboral. El acceso al pastoreo común, sustentado en la condición de vecindad del empleador, le permitía externalizar parte de los costos salariales. La medida no operaba únicamente como incentivo coyuntural de atracción de la mano de obra, sino fundamentalmente como un dispositivo para la estabilización de su provisión regular.


Existieron también otras estrategias que se apoyaban en los derechos comunales. En Toledo, se permitía que los arrendatarios pastaran con hasta 100 cabezas de ganado propio en el comunal, es decir, con tantas como si fuesen propietarios de la tierra que trabajaban.10 La norma apuntaba a captar la fuerza de trabajo de campesinos que poseían algunas cabezas de ganado y no tenían dónde hacerlas pastar. En Talavera de la Reina ocurría algo similar. Los grandes ganaderos contrataban asalariados forasteros, cuya remuneración se componía en parte de algunos animales. Con el correr de los años, el pastor iba conformando una pequeña cabaña, que se alimentaba en las tierras de la comunidad en la que trabajaba. Pero dado que los forasteros, por no ser miembros de la comunidad, no eran beneficiarios de los aprovechamientos comunales, eran multados por los guardas rurales. La situación perjudicaba directamente a los pastores asalariados e indirectamente a los grandes ganaderos que los empleaban. Por ello, el concejo decidió extender el derecho de pastoreo a los trabajadores dependientes de los vecinos.11 Una vez más, la extensión de un derecho comunal oficiaba como una estrategia de atracción de la mano de obra.12


El hecho de que el asalariado fuera forastero no era menor. En el período estudiado, la migración de la fuerza de trabajo era un fenómeno corriente, sobre todo en épocas de alta demanda, como la cosecha (Salomon, 1964, p. 272).13 Algunos campesinos pobres se desplazaban hacia otras comunidades —en ocasiones lo hacían cientos de kilómetros14— y se empleaban como asalariados durante la temporada. Pero en este caso no nos encontramos frente a una migración estacional, sino a una relación relativamente duradera en el tiempo.15 En este marco, la ordenanza buscaba tornar estable una fuerza de trabajo migrante, anclándola en el territorio. Aunque parece haberse tratado estrictamente de un incentivo económico, detrás de él se ocultaba una sujeción personal del trabajador. El beneficio del pastoreo se mantenía “en tanto que estuviere con amo de la dicha villa y su tierra residiendo en ella” (Sánchez González, 1992, p. 130). Así, si el vínculo laboral que había dado origen al derecho se interrumpía, el asalariado perdía la posibilidad de alimentar a su ganado, que constituía parte de su sustento. Lo que al entablar el vínculo laboral resultaba un incentivo económico, con el tiempo dificultaba su disolución. En este sentido, la propia relación asalariada, al dotar al trabajador de una pequeña cabaña ganadera, creaba ella misma las condiciones para su posterior sujeción. La ordenanza evidencia que el límite entre el incentivo y la coerción es por momentos difuso.


Una situación del sur de la Península seguía una lógica similar y puede contribuir a esclarecer el fenómeno. En Andalucía, los jornaleros se contrataban algunos meses antes de la cosecha, cuando los salarios aún no habían aumentado, bajo un adelanto. Si bien la paga era menor que en temporada alta, la contratación temprana podía resultar atractiva para algunos campesinos empobrecidos, puesto que, de aceptar, recibían un anticipo de dinero justo en la época del año en la que el grano comenzaba a escasear. Sin embargo, esta transacción no hacía más que abrir un préstamo al campesino, que luego debía devolver trabajando (Borrero Fernández, 2014, pp. 40-41). En este caso también, el propio incentivo podía terminar en una situación de dependencia personal.
Como analizamos hasta aquí, los herederos pusieron en marcha un arsenal de estrategias de índole económica para superar el déficit crónico de mano de obra. Pero por más extendidos que estuviesen, los mecanismos económicos eran insuficientes para asegurar la rentabilidad de las explotaciones de los propietarios. Es por esto que, en paralelo, existieron otra serie de disposiciones que pretendieron atraer fuerza de trabajo a través de la más explícita coerción.


La ubicación espacial de los desposeídos constituía un pilar central del problema de la escasez. Muchos campesinos empobrecidos migraban a las ciudades persiguiendo su subsistencia (Duby, 1999, p. 370). En ocasiones, estos sujetos incurrían en la delincuencia y constituían un problema social.16 En Toledo, el concejo dispuso un plazo de tres días para que quienes “non tienen nin saben ofiçio con que se mantengan nin otrosí señores con quien bivan” abandonaran la ciudad, “por que no anden así folgazanes e vagabundos”.17 La expulsión —por otra parte ineficiente como medida de orden social (López Alonso, 1986, p. 571; Córdoba de la Llave, 2004, p. 313)— forzaba a los marginales a retornar a sus aldeas, lo que implicaba en la práctica una redirección de la fuerza de trabajo ociosa hacia las aldeas, allí donde se la demandaba.


Mientras que en determinados escenarios se forzaba la movilidad de la mano de obra, en contextos alternativos se buscó su inmovilización. En otras regiones de la Península, tanto al norte del Sistema Central como en Andalucía, se sancionaron diversas ordenanzas que prohibían la migración de los trabajadores en los períodos más sensibles del ciclo agrícola, cuando la demanda aumentaba (Borrero Fernández, 2010, pp. 357-358; Colombo, 2023, pp. 151-152).18 Los campesinos quedaban así imposibilitados de emplearse por fuera de su comarca, en aldeas donde ofrecieran salarios más elevados. Las estrategias de expulsión y retención, empleadas en situaciones distintas, apuntaban ambas a satisfacer la demanda de fuerza de trabajo de los empleadores.


Otras ordenanzas limitaron la capacidad de los trabajadores de beneficiarse de la situación de escasez. En Toledo, los herederos expresaban su preocupación al concejo porque algunos de sus asalariados dejaban de labrar sus tierras y tomaban otras, cuyos propietarios brindaban mejores condiciones. Para remediar esta situación, que iba en contra del interés del conjunto de los herederos, el concejo dispuso que mientras un propietario tuviera tierras disponibles, sus trabajadores no podían tomar más parcelas para trabajar que no fueran de éste.19 La ordenanza acentuaba el carácter de dependencia personal de la relación laboral, puesto que mediante la coerción legal el rentero quedaba cautivo del propietario de la tierra que trabajaba. Asimismo, otra disposición de Toledo obligaba a aquellos que se habían empleado como asalariados durante un año a renovar el contrato y servir otro año más por la misma paga.20 En este caso, el contrato —que tradicionalmente se ha interpretado como un indicio de “libertad” en las relaciones laborales— era el artilugio legal que permitía sujetar al trabajador más tiempo de lo que se había convenido, pues este quedaba forzado a servir un año adicional. La normativa favorecía doblemente al empleador, ya que una sola negociación le garantizaba fuerza de trabajo por dos años, a la vez que se congelaba el salario.


En Hita, el duque del Infantado contrataba peones para realizar algunas obras en sus propiedades. Estos plantaban árboles, tapiaban y fortalecían las compuertas; se trataba de labores generales de mantenimiento y embellecimiento de su casa en los bosques. Una ordenanza obligaba legalmente a los peones a contratarse para el señor cuando este lo requiriera.21 Estos asalariados, obligados a trabajar —legalmente no podían negarse—, recibían de todas formas una remuneración de mercado, “al preçio que anduvieren en el dicho lugar” (De la Cruz Herranz, 1998, p. 400). Era la más explícita coerción extraeconómica la que los llevaba a entablar la relación laboral, a la vez que eran las fuerzas económicas, más o menos condicionadas por el poder político, las que determinaban su salario.
Medidas como estas apuntaban a disminuir la inestabilidad del vínculo asalariado. Establecidos en su gran mayoría oralmente (Borrero Fernández, 2014, p. 34), los acuerdos solían formalizarse mediante gestos simbólicos, como la entrega de una moneda, el ofrecimiento de una bebida o un apretón de manos. El carácter oral de los contratos y la situación de escasez de fuerza de trabajo permitían la práctica campesina, constatada en algunos sitios, de aceptar varios contratos a la vez, para luego elegir aquel que ofreciera las condiciones más favorables (Colombo, 2025, p. 47). La legislación buscó corregir esta situación en favor de los herederos. En Albacete, si, habiéndose comprometido a trabajar, los jornaleros no se presentaban a la labor, debían pagar al propietario una multa equivalente a su salario.22 En paralelo, la misma ordenanza apuntaba contra los empleadores que incumplieran los acuerdos; si estos no utilizaban a los asalariados que habían contratado, debían compensarlos con una multa equivalente a su salario.23 La disposición parece penar con la misma intensidad a cualquiera de las dos partes que no respetara el contrato laboral. Sin embargo, aunque la sanción al empleador fuera en la práctica una reparación del daño ocasionado al trabajador por la jornada laboral perdida, desde una perspectiva más general esta operaba como una penalización por el derroche de la fuerza de trabajo malgastada. Al contratar a un asalariado y luego no consumir su fuerza de trabajo, se bloqueaba la posibilidad de que otro propietario lo hiciera, por lo que el castigo al heredero que incumpliera el contrato resguardaba los intereses del conjunto.


Otras formas de sujeción personal fuera de Castilla la Nueva ayudarán a completar el panorama. En Riaza, ubicada en la submeseta norte, se impedía al trabajador poner fin a la relación laboral sin previo permiso del empleador, incluso cuando el contrato ya hubiese terminado. El contrato laboral revelaba así su cara más ficcional. En Ávila, si el rentero no avisaba al propietario que no iba a renovar el contrato con la suficiente antelación, este quedaba obligado a permanecer otro año más en la misma tierra. Además de sujetar al trabajador, la disposición neutralizaba su poder de negociación cuando se acercaba el final del vínculo, precisamente cuando este era más fuerte (Colombo, 2023, p. 153). En Andalucía, los préstamos eran una forma de movilización de la mano de obra: algunos campesinos debían pagar sus deudas trabajando para sus acreedores (Colombo, 2025, p. 43). Como evidencian estas numerosas referencias, la sujeción personal fue un mecanismo fundamental para la atracción de mano de obra asalariada en distintas regiones de la Corona de Castilla.


Junto a estas disposiciones, existieron otras que, sin intervenir directamente en la relación asalariada, buscaron eliminar los obstáculos externos que la entorpecían. Una ordenanza de Toledo cuenta los estragos que sufrían los propietarios cuando sus trabajadores eran citados en la ciudad para resolver demandas judiciales. Los emplazamientos eran realizados por arrendadores de alcabala, que, actuando “maliçiosamente e movidos a la mala intuiçion” exponían a los campesinos a largas sesiones judiciales por impago, lo que ocasionaba grandes pérdidas para los propios campesinos y para sus empleadores, que se veían privados de su fuerza de trabajo.24 La norma parece remitir a un campesino empobrecido, que se empleaba como asalariado y se encontraba comprometido con el pago de tributos. La situación pone de relieve un conflicto entre dos formas de apropiación del plustrabajo campesino: mientras que el heredero tenía interés en disponer de su dependiente la mayor cantidad de tiempo posible, el arrendador de impuestos requería su presencia en la ciudad para demandarlo y exprimir así el beneficio de la recaudación que había adquirido. El campesino era disputado por ambas partes, pero por motivos distintos: de un lado, como portador de la mercancía fuerza de trabajo; del otro, como sujeto que debía pagar alcabala y por ende era pasible de ser demandado por no hacerlo.


El concejo resolvió la disputa en beneficio de quienes explotaban trabajo asalariado, al limitar a uno por semana los días en que los dependientes podían ser citados en la ciudad. En caso de que se incumpliera la norma, los oficiales debían pagar una multa a los trabajadores, como reparación de los daños ocasionados. Sin embargo, el objetivo general de la ordenanza no parece haber sido proteger los intereses de los campesinos, sino evitar que los negocios de los arrendadores interfirieran con los de los herederos. Es significativo en este sentido que no se persiguiera la práctica de los emplazamientos arbitrarios, sino que tan sólo se la limitara a un día y que “en este dicho día les pusiesen sus demandas e demandasen si quisiesen” (Morollón Hernández, 2005, p. 362). Así, los campesinos no eran los beneficiarios de la ordenanza, sino el objeto de la disputa que la motivaba. 


Otra ordenanza toledana se inscribe en el mismo conflicto entre herederos y arrendadores de impuestos. Estos últimos, según se cuenta, habían empezado a demandar alcabala sobre las aldehalas, que eran aquellos bienes que los trabajadores dependientes entregaban a los propietarios en calidad de regalo. Pese a su apariencia voluntaria, las aldehalas constituían, en esencia, un apéndice de la renta que el heredero percibía por la tierra, mediado por la teatralización de una evidente sujeción personal (Colombo, 2023, p. 143). Al reclamar alcabala sobre estas, los arrendadores atentaban contra los intereses de los herederos; lo que se disputaban, en definitiva, era la capacidad de apropiarse de trabajo ajeno, unos de forma directa —mediante la renta— y otros de forma indirecta —mediante la alcabala sobre parte de la renta—. Al igual que en el caso anterior, el concejo falló a favor de los herederos, apelando a la costumbre.25 Una vez más, el concejo eliminaba los estorbos externos para la contratación de fuerza de trabajo.


Como analizamos, a través de una serie de estrategias de diversa índole, tanto económica como extraeconómica, los herederos buscaron atraer mano de obra hacia sus propiedades. Pero este no era sino el primer paso de la explotación del trabajo asalariado. Una vez entablado el vínculo, debían determinarse aún sus dos componentes esenciales: la remuneración y la duración de la jornada laboral.






5. La remuneración


En un contexto transicional, en el que los campesinos aún alcanzaban parte de su subsistencia por fuera del mercado de trabajo, a través de la explotación de pequeñas parcelas de tierra y los aprovechamientos comunales, el salario no debía remunerar, como en el capitalismo desarrollado, la totalidad de la reproducción de la fuerza de trabajo (Kriedte et al., 1986, p. 42; Astarita, 2005a, p. 166).26 Sin embargo, la escasez de mano de obra que caracterizó al escenario castellano de los siglos XV y XVI fue lo suficientemente acentuada como para ejercer una presión al alza sobre los salarios, que, según los reclamos de los herederos, ponía en riesgo la rentabilidad de sus explotaciones. Algunos sostenían que “muchas vezes los trabajadores en el cojer de los frutos y en el labrar de las eredades y en otras haçiendas se an muy desmedidamente en el lleuar de los jornales” (Carrilero Martínez, 1997, p. 184). Otros alegaban que, desde un piso salarial de por sí elevado, los jornaleros “cada dya los suben ynmoderadamente e contra toda rrazon e justiçia” (Carrilero Martínez, 1997, p. 190). Los reclamos se expresaban a través de un tamiz moral: para el concejo, los salarios eran “ynmoderados e cargosos a la conçiençia” (Carrilero Martínez, 1997, p. 190). Si bien el problema no podía ser solucionado de raíz por su carácter estructural, la legislación se presentó como un medio para aliviar parcialmente la situación en favor de los herederos.


Uno de los mecanismos legales fue el establecimiento de salarios máximos. El fenómeno se constata en diversas regiones de la Península y contaba con el aval de la Corona, que instaba a los municipios a intervenir en la materia (Torres Fontes, 1961; Vassberg, 1986, p. 249). Aunque existieron algunas normas de Alfonso X, fue a partir de la peste negra que los topes salariales se difundieron rápidamente (Florencio Puntas y López Martínez, 2003, p. 67), siguiendo la tendencia general europea. La eficacia de la política de salarios máximos es puesta en duda por algunos autores, que sostienen que la reiteración de disposiciones al respecto es un indicio de que en la práctica éstos no se respetaban (Florencio Puntas y López Martínez, 2003, p. 67; Whittle y Lambrecht, 2023, p. 19).


En Albacete, una ordenanza de 1512 fijó los jornales máximos de los cavadores y podadores de las viñas (Carrilero Martínez, 1997, pp. 190; 203). Estos presentaban variaciones según la época del año, que esquematizamos en la Tabla 2:





Tabla 2





Evolución estacional de los salarios de podadores y cavadores en Albacete Período	Jornal máximo (en mrs)
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Fuente: Elaboración propia. 








A simple vista, se puede apreciar que los salarios aumentaban progresivamente desde el mes de enero. Este patrón probablemente respondiera a dos factores. En primer lugar, a la duración del día solar: al acercarse el verano, los días se volvían más largos y con ellos la jornada laboral, lo que debía ser remunerado con un aumento. En segundo lugar, a la relación con el ciclo agrícola: en enero, las faenas vitícolas eran escasas; a medida que avanzaba el año y se acercaba la poda y la cava (entre marzo y abril), la demanda aumentaba y con ella los salarios. Este movimiento natural de los jornales, basado en la oferta y la demanda, debía ser contemplado al establecer los límites máximos. Y he aquí uno de los puntos importantes del asunto: si bien la legislación podía interferir en las fuerzas económicas, no podía anularlas por completo.27 Una absoluta desconexión de los topes salariales con la realidad se hubiera traducido en la práctica en una profundización de la escasez de mano de obra o en un incumplimiento generalizado de la norma. Según una ordenanza de 1551, promulgada casi cuatro décadas después de la que fijaba los salarios, la disposición había agravado la situación de escasez: por ella, se dice, “no a quedado gente en la villa, y los forasteros que avia en ella se an ydo desta villa, y se van algunos naturales, e porque ay gran falta de jente y no se halla quyen cabe las vynnas” (Carrilero Martínez, 1997, p. 270). Habiendo empeorado aquello que buscaba resolver (quizás la desactualización producto de la inflación contribuyó a ello), el concejo albaceteño decidió revocar los topes salariales y enfrentar el problema por otras vías. Sólo once días después de esta ordenanza se tomaron medidas que analizaremos en lo inmediato, como la extensión de la jornada laboral y la prohibición de las cuadrillas y del salario a destajo. Parece ser que, al encontrar los límites de la legalidad para contener los salarios, los herederos buscaron otras alternativas para decantar la situación hacia su lado. 


En Toledo, las ordenanzas regularon los jornales de los albañiles y carpinteros. Se trata de dos oficios urbanos, pero que, como veremos, guardaban una relación estrecha con la fuerza de trabajo rural. Entre el 1 de abril y el 30 de septiembre, los maestros no podían llevar más de 18 maravedíes por jornada, los peones 9 y sus mujeres 4; el resto del año, los jornales máximos eran de 15, 7 y 3 respectivamente (Morollón Hernández, 2005, p. 428). Se sintetiza la información en la Tabla 3:





Tabla 3





Evolución estacional de los salarios de los albañiles y carpinteros en Toledo según su categorías
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Fuente: Elaboración propia.  








Como vemos, los topes salariales eran más altos entre abril y septiembre que entre octubre y marzo. Al igual que en el caso de los viñateros de Albacete, un claro factor que explica la diferencia es la duración del día: el jornal de 18 para el maestro, que se estipulaba para los días más largos del año, remuneraba más horas de trabajo que el de 15, a cobrar en los días más cortos. Pero la disparidad indudablemente estuvo también emparentada con el ciclo agrícola, que demandaba el grueso de sus labores en primavera y verano. Cuando analizamos en detalle los jornales establecidos por el concejo, observamos que no todos ellos variaban en igual medida de acuerdo con la estación. El del maestro, que pasaba de 15 maravedíes en otoño e invierno a 18 en primavera y verano, experimentaba un incremento del 20%, mientras que el de los peones y las mujeres aumentaba un 28,6% y un 33,3% respectivamente. Esta disparidad requiere una explicación más allá de la duración del día solar. En primera instancia, bien podría tratarse de un fenómeno accidental: en el afán de fijar salarios con números enteros para simplificar los pagos, el concejo podría haber estipulado sin intención un aumento mayor para las mujeres que para los hombres. El 33,3% para las mujeres, que resulta desmedido en comparación con el 20% de los maestros, se podría explicar, entonces, porque su salario de otoño e invierno era nominalmente bajo (3 mrs), lo que obligaba a otorgar un incremento sustancial si se buscaba alcanzar el siguiente número entero. Sin embargo, esta lógica no aplica para el caso de los maestros: un jornal de 19 maravedíes —que no parece ser un número que dificultara la transacción más que el 18— hubiera reportado un aumento del 26,6%, más cercano al dispuesto para los peones.


La disparidad de los incrementos de primavera y verano podría estar indicando que, a diferencia de los maestros, que eran trabajadores calificados y residían en la ciudad, los peones y sus mujeres se empleaban también en labores rurales, cuyo pico de demanda era, justamente, en aquella época del año. En este contexto, para retener a los peones artesanos en la ciudad en época de alta demanda agrícola, era necesario ofrecer salarios que compitieran con los del campo. Esta situación parece revelar que estos sujetos eran desposeídos o semidesposeídos que oscilaban entre el campo y la ciudad, desplegando distintas estrategias de subsistencia a lo largo del año, como el empleo para un maestro artesano y el trabajo rural. Como señala Salomon (1964), “[l]os jornaleros sólo eran peones («trabajadores manuales», en el sentido de que «trabajaban con sus manos») que se ponían sucesivamente al servicio de los labradores, de los artesanos o de los comerciantes” (p. 273).28 La cuestión pone de relieve el dinamismo que existía entre el campo y la ciudad y la funcionalidad que ello tenía para el mercado de trabajo.


En ciertos casos, la política de salarios máximos parece haber profundizado la escasez de fuerza de trabajo. Violando el marco legal, algunos propietarios sobrepasaban los topes salariales y pagaban a los trabajadores más de lo permitido. Para evitar estos abusos, las ordenanzas penaban tanto a los jornaleros como a los empleadores que los contrataban: se disponía que los trabajadores no pudieran “lleuar mas de…”, pero también “que ninguna persona sea osado de dar a nyngund trabajador (...) mas de…” (Carrilero Martínez, 1997, pp. 203; 190).29 Como señala Colombo (2023), este  “es uno de los poquísimos casos (si no el único) en que las penas se imponen tanto al trabajador como al propietario” (p. 154). Y es que aquí la falta individual se traducía en un perjuicio para el conjunto de los herederos, pues a causa de que algunas explotaciones pagaban salarios más altos, se desataba la competencia. La pena para los propietarios, entendida así, respondía a una suerte de control colectivo de los empleadores sobre sus intereses.


Pero el establecimiento de los salarios máximos no sólo resultaba ineficaz por su incumplimiento, sino también porque la retribución monetaria constituía sólo una parte de la remuneración de los trabajadores (Whittle y Lambrecht, 2023, p. 19). Como sostienen numerosos autores, el salario adoptó distintas formas, que podían coexistir con el dinero: pagos en especie con parte de la cosecha, alimentación de los trabajadores durante la jornada laboral, manutención mientras durara el contrato, usufructo de algunas tierras y otorgamiento de un hogar temporal o permanente (Astarita, 2005b, p. 47; Gutiérrez, 1999, p. 307; Borrero Fernández, 1987, p. 207, 2010, p. 364, 2014, p. 45).30 Incluso, como se analizó previamente, la extensión de algunos derechos comunales, las exenciones fiscales y la permisión de pequeños robos durante la jornada laboral pueden ser pensadas como expresiones salariales indirectas. Muchas de ellas fueron prohibidas. Evidentemente, el salario se presentó bajo una multiplicidad de formas, de las cuales el dinero era tan sólo una; sobre esta base, la política de salarios máximos no podía sino resultar incompleta e inapropiada para enfrentar el fenómeno en toda su complejidad.


En Albacete, se constata la costumbre de dar de comer a los asalariados durante la jornada laboral.31 Si bien allí estaba permitida, esta misma práctica fue perseguida legalmente en otras regiones.32 De esta forma, tanto a partir del establecimiento de los topes salariales como con otra serie de disposiciones que apuntaban a prohibir los complementos, la legislación buscó regular la competencia desmedida entre quienes demandaban fuerza de trabajo, para que esta no se volviera en su contra.


La política de salarios máximos fue acompañada también de una búsqueda por individualizar el vínculo laboral. Era usual que los jornaleros se organizaran en cuadrillas, que conformaban unidades de trabajo, y se contrataran de forma conjunta, sobre todo en época de cosecha.33 Generalmente estaban lideradas por uno de los trabajadores, que negociaba el contrato y reclutaba al resto del grupo, lo que simplificaba la obtención de mano de obra para el empleador. Sin embargo, a la vez, las cuadrillas podían beneficiar a los trabajadores, ya que podían convertirse en una herramienta de presión colectiva sobre sus salarios. En Albacete, tras señalar que no se respetaban los topes máximos y que los salarios subían cada día más, se mencionaba a las cuadrillas como agravante de la situación: “e questo cabsa de aver quadrillas fechas de peones y rreyes quadrilleros de las dichas quadrillas, que hazen ligas entrellos para encareçerse” (Carrilero Martínez, 1997, p. 271). En este caso, una menor cantidad de oferentes —bajo el sistema de cuadrillas, un individuo representaba a todo el grupo— permitía negociar los salarios en condiciones más favorables para los trabajadores, al crear ciertas condiciones de monopolio de la oferta. Ante esto, el concejo decidió prohibirlas y que a partir de allí “cada vno salga a la plaça a cojerse para trabajar” y “se yguale por si, y nynguno haga yguala mas de por si solo, e non por otros” (Carrilero Martínez, 1997, p. 271). En Toledo, de manera similar, se dispuso “que ningún cangilán non sea osado de coger peones para cavar nin para cavar, nin vinar viñas nin majuelos, nin para segar los panes en la plaça nin en otro lugar qualquier” (Morollón Hernández, 2005, p. 341).34 A través de estas ordenanzas, los herederos buscaron individualizar el vínculo laboral, al menos en la medida en que su carácter colectivo podía poner en riesgo la rentabilidad de las explotaciones vía aumento de los salarios.


Salarios máximos, prohibición de los complementos, desarticulación de las cuadrillas; todas ellas configuraron un conjunto coherente de estrategias del concejo para aumentar el control sobre la fuerza de trabajo a partir de la regulación de la remuneración y su negociación. En paralelo, la modalidad que adoptó el salario fue otra forma de avanzar en esa misma dirección.


En el período estudiado era usual que el salario se rigiera por un régimen de destajo, es decir por labor realizada. En esencia, el destajo expresa el mismo contenido que el salario por tiempo: se trata del pago por la reproducción de la fuerza de trabajo. Sin embargo, las condiciones específicas en las que se desarrolla la actividad laboral pueden tornar a una u otra forma más eficiente para los empleadores. En algunos contextos, el destajo permite aumentar así el margen de ganancia; en otros, el salario por hora resulta más eficiente. Florencio Puntas y López Martínez (2003, p. 72) sostienen que en Andalucía los propietarios preferían el destajo, porque permitía reducir los costos de supervisión; lo mismo señala Borrero Fernández (1987, pp. 208; 212), sobre todo en trabajos de arada, transporte y cogida de aceituna. En Flandes se constata la misma modalidad de pago, en particular para la cosecha y la trilla, por el mismo beneficio (Vervaet, 2019, p. 218). Efectivamente, en algunos casos, el salario por tiempo abría la posibilidad de que el trabajador realizara sus tareas a desgano, lo que comprometía la productividad. El destajo, por el contrario, obligaba al asalariado a mantener cierto ritmo de trabajo para alcanzar un jornal de subsistencia.


Sin embargo, en Albacete, diversas ordenanzas prohibieron el destajo. Se dispuso sobre los asalariados de las vides “que nynguna persona sea osado tomar destajo nynguno pa podar nyn cavar so la dicha pena” (Carrilero Martínez, 1997, p. 190). Lo mismo caía sobre los esquiladores de ovejas, pues de forma clara se establecía que “non puedan desquilar a destajo” (Carrilero Martínez, 1997, p. 191). Al igual que en el caso de los salarios máximos, la pena recaía tanto en el trabajador como en el empleador,35 lo que nos hace pensar que, al igual que allí, la legislación apuntaba a establecer un control colectivo de los empleadores. Según se desprende de las propias ordenanzas, el destajo los perjudicaba como conjunto y beneficiaba a los trabajadores. La excepcionalidad albaceteña parece explicarse por un agravamiento coyuntural de la escasez de mano de obra. En este escenario, el salario a destajo brindaba a los campesinos la posibilidad de participar del mercado de trabajo sólo en la medida en que lo consideraran necesario. Esta estrategia reportaba un perjuicio para los empleadores, que veían a los asalariados abandonar sus actividades cuando el trabajo realizado les resultaba suficiente. Así, en este marco, el destajo agravaba la inestabilidad de las relaciones laborales.


Algunas ordenanzas apuntan en esta dirección. Luego de prohibir el destajo, el concejo albaceteño aclaraba “que se entiendan a las personas que ouyeren de ganar a jornal, quel dia que lo ouyeren de ganar que non puedan yr a destajo” (Carrilero Martínez, 1997, p. 193). Lo que se prohibía aquí no era el destajo en general, sino sólo cuando éste competía con el salario a jornal. En efecto, esta última modalidad de pago obligaba al trabajador a completar la jornada para la que se había contratado, mientras que el destajo habilitaba la posibilidad de que el trabajador la interrumpiera antes de su finalización. En el mismo sentido, la ordenanza que prohibía esquilar a destajo prescribía una excepción: “saluo sy non fuere alguna parte del ganado que sobrare algund cabannero” (Carrilero Martínez, 1997, p. 191). En este caso, el destajo se prohibía para el grueso de la esquila, pero no para los ganados sobrantes, que no requerían una jornada completa. Para la esquila de “pegujaros” se habilitaba el pago a destajo, pero se especificaba “que en el dicho destajo se entienda hasiendo dia entero” (Carrilero Martínez, 1997, p. 191). Ordenanza esclarecedora, nos resume la cuestión: el destajo no reportaba un perjuicio para los empleadores en todos los casos, sino cuando no permitía satisfacer toda su demanda de fuerza de trabajo. Esto evidencia que la finalidad de estas disposiciones era aumentar la disciplina laboral y reducir las incertidumbres e irregularidades de la explotación en el contexto de un mercado de trabajo aún incipiente.36


El contraste con el sur de la Península permitirá profundizar el análisis. Allí, se permitía el pago a destajo e incluso los empleadores lo elegían sobre el jornal. La diferencia se podría explicar esencialmente por las características concretas de cada mercado laboral. Para la siega y la cogida de la aceituna, Andalucía recibía grandes contingentes de trabajadores migrantes, que en ocasiones se desplazaban cientos de kilómetros. Su condición de desposeídos y forasteros los ubicaba en una posición vulnerable con respecto al empleador, mayor a la de los asalariados locales (Borrero Fernández, 2010, p. 358). Puesto que pasaban las noches dentro de la propia explotación, muy difícilmente pudieran abandonar sus jornadas laborales antes de tiempo. En este contexto, el destajo podía ser utilizado para presionar sobre la productividad sin correr el riesgo de un abandono prematuro de la tarea. Por el contrario, en Albacete, donde primaba la mano de obra local, el destajo resultaba poco eficiente para los herederos.


Con la prohibición del destajo asistimos, también en este aspecto, a un control colectivo por parte de los herederos, que, debido a la dificultad para atraer fuerza de trabajo hacia sus tierras, contrataban bajo esta modalidad como una forma de incentivo; de aquí que las penas recayeran también sobre ellos. Otra vez, si bien la legislación podía perjudicar a algunos herederos en tanto individuos, en el plano general beneficiaba al conjunto. Las disposiciones sobre el destajo se encuentran dentro de las mismas ordenanzas que establecían la duración de la jornada laboral y que regulaban los salarios. Esto resulta ilustrativo de la dirección global del concejo, que buscó establecer un marco legal que maximizara la explotación de la fuerza de trabajo y minimizara la indisciplina y la intermitencia del trabajo asalariado. 





6.  La jornada laboral


La duración de la jornada laboral ha constituido históricamente uno de los motivos centrales de conflicto en torno al trabajo asalariado. En esencia, la cuestión se reduce a la cantidad de horas al día que el comprador de la fuerza de trabajo puede explotar la mercancía que ha adquirido. En un contexto transicional, el conflicto adoptó características específicas. Existió, así, una configuración particular de la lucha por la jornada laboral, distinta de la que existe en el capitalismo desarrollado, pero que sin embargo prefiguraba ya las líneas fundamentales de su forma moderna.


Las disputas quedaron plasmadas en la documentación. En Albacete, los propietarios reclamaban frente al concejo por algunos trabajadores “tan malos y desvergonçados e de mala conçiençia, que salen muy tarde pa yr al dicho trabaxo, e se dexan del muy tenprano” (Carrilero Martínez, 1997, p. 274). A sabiendas de que había quienes dejaban sus puestos de trabajo antes de lo convenido, el concejo advertía “que en el venyr a la dicha villa no aya fraude nynguno” (Carrilero Martínez, 1997, p. 190). Otra ordenanza hablaba de hombres “que van a cavar y (...) se vinyeron dos oras antes que se ponga el sol”. Todo esto, se decía, iba “en gran danno e perjuizio de los vezinos desta villa” (Carrilero Martínez, 1997, p. 271). En la pugna por la duración de la jornada laboral, los asalariados podían disminuirla de hecho al llegar tarde o al abandonar la actividad antes de lo pactado; los empleadores, por su parte, utilizaron el sistema legal para contrarrestar estas estrategias.


Entre los años 1369 y 1373, bajo el reinado de Enrique II, se sancionaron cuatro normativas sobre las relaciones laborales, que se reiteraron en las distintas recopilaciones de la Edad Moderna, como la Nueva Recopilación de Felipe II y la Novísima Recopilación, bajo Carlos IV. Una de ellas establecía una jornada de sol a sol (González Beltrán, 2005, p. 14). Pero esta directiva regia era de orden general y debía ser reiterada y reglamentada por los poderes locales. 


En Albacete se sancionaron tres ordenanzas de esta índole. La primera de ellas, de marzo de 1512, establecía “que dende las ocho oras de la mananna esten en el lugar donde an de trabajar, e que non puedan dexar el dicho trabajo, saluo a ora que puedan legar a la villa a en ponyendose el sol” (Carrilero Martínez, 1997, p. 190). La segunda, de abril de 1551, disponía que los jornaleros “salgan a trabajar luego en amaneçiendo, de manera questen donde an de trabajar a la que salga el sol, y no se dexen del dicho trabajo hasta puesto el sol” (Carrilero Martínez, 1997, p. 271). Por último, en la tercera, de abril de 1554, se mandaba a que “salgan los dichos trabaxadores a los dichos trabaxos de cabar y vinar la vynnas antes que toquen las siete de la mannana fasta que toque el dicho rrelox las seis de la tarde” (Carrilero Martínez, 1997, p. 274). 


La ordenanza de 1551 estipulaba indudablemente una jornada de sol a sol: los trabajadores debían salir de sus hogares al amanecer y dejar la actividad de forma tal que estuvieran regresando al anochecer. Como la salida y la puesta del sol son momentos que dependen de la percepción humana y que por ende están sujetos a cierta imprecisión, el tañido de la campana era el hito que marcaba el inicio de la marcha hacia las explotaciones. De la misma forma, la vuelta a la localidad debía coincidir con las campanadas de la tarde. Este régimen recaía sobre los jornaleros en sentido clásico —aquellos que se contrataban por un lapso relativamente corto de tiempo y tenían independencia habitacional, por lo que regresaban todos los días a sus hogares—; a los jornaleros que en temporada alta residían en los sitios de trabajo37 sólo los alcanzaba parcialmente, la mañana de los lunes y el atardecer de los sábados. Por su parte, los asalariados con contratos largos —gañanes, renteros, criados— y los migrantes no se veían afectados por esta legislación. De todas maneras, en ninguna de estas modalidades el trabajo se efectuaba continuadamente, dado que los trabajadores debían almorzar. Además, el intenso calor estival imponía la necesidad de detener las labores durante el mediodía (González Beltrán, 2005, p. 20). Hechas estas salvedades, una cosa parece evidente: la ordenanza de 1551 apuntaba a que la fuerza de trabajo fuera consumida el máximo tiempo posible por sus compradores. 


La disposición de 1512 resulta un tanto imprecisa. En este caso, se torna difícil reconstruir la extensión de la jornada, pues sus límites se estipulaban a partir de una combinación de elementos astronómicos —la salida y la puesta del sol— y de elementos sociales —la hora—, que sólo de modo imperfecto pueden ser conciliados por el historiador moderno. ¿Cómo podríamos saber, acaso, cuánto tiempo transcurría entre “las ocho oras de la mananna”, a la que los jornaleros debían estar en sus sitios de trabajo, y la puesta del sol, a la que debían estar de regreso? Otra dificultad proviene de la utilización de dos parámetros distintos para medir el inicio y la finalización de la jornada. En ocasiones, se tomaba como referencia el momento de la mañana en que los jornaleros debían partir desde la villa hacia sus sitios de trabajo o en el que debían estar retornando por la tarde (“salgan los dichos trabaxadores a los dichos trabaxos (...) antes que…”; “que puedan legar a la villa a en ponyendose el sol”). Otras veces, se disponía el momento de comienzo y de finalización de la actividad laboral efectiva (“que dende las ocho oras de la mananna esten en el lugar donde an de trabajar”; “no se dexen del dicho trabajo hasta puesto el sol”). Esta cuestión dificulta el cálculo de la jornada laboral establecida por la ordenanza de 1554, pues no podemos saber cuánto era el tiempo de traslado. De todas formas, es preciso recordar que en las sociedades precapitalistas el tiempo aún no se regía por una métrica objetiva y regular, sino que poseía una “orientación al quehacer” y estaba supeditada al ritmo de las tareas y a los ciclos naturales (Thompson, 2019, p. 476). Por eso, más allá de las imprecisiones de la legislación, los lineamientos generales de las disposiciones de 1512 y 1554 parecen ser idénticos a la de 1551 y a las directivas regias, que establecía el trabajo de sol a sol: el objetivo era alargar la jornada laboral para maximizar el tiempo de consumo de la fuerza de trabajo por parte de los empleadores.


Las penas, una vez más, brindan información relevante sobre la problemática. Ante el incumplimiento de la ordenanza de 1551, el infractor debía pagar 200 maravedíes, que se duplicaban por reincidencia; ante una tercera violación, a la pena duplicada se le agregaban 30 días de prisión. Quien denunciara la irregularidad se volvía beneficiario de un tercio de la multa. La ordenanza de 1554 prescribía un real, que se quedaba el denunciante, y dos días de cárcel (Carrilero Martínez, 1997, pp. 271; 274). En ambos casos, la elevada pena monetaria y la posibilidad de encarcelamiento evidencian la magnitud que el problema tenía a ojos de los herederos. Además, resulta significativa la figura del denunciante, ya que abría la posibilidad de que un peón, acuciado por su propia situación económica, denunciara a otro asalariado de su misma condición material, lo que podía generar rencores y rivalidades personales.


La duración de la jornada laboral fue un campo de lucha entre trabajadores y empleadores. Los primeros intentaron reducirla a través de la acción directa —llegadas tarde, abandonos prematuros—; los segundos buscaron extenderla a través de la legislación. En este caso, el accionar de las ordenanzas no admite los matices que sí merecen otros casos, pues no quedan dudas de que, amparados en disposiciones regias, estas apuntaron a ampliar los límites temporales de la explotación de la fuerza de trabajo y por ende a favorecer los intereses de los herederos. Una vez establecido el marco legal, su capacidad de hacerlo cumplir en la práctica dependía ya de otros factores, como la resistencia cotidiana. Desde la perspectiva del campesino, esto implicaba que los momentos del año en los que se empleaba a jornal quedaba imposibilitado de realizar otras tareas agrícolas en sus huertas o pequeñas parcelas.38

 




7. Conclusiones


 El análisis precedente permite esbozar algunas conclusiones. En primer lugar, las ordenanzas confirman que Castilla la Nueva, al igual que otras regiones de Europa, experimentó una situación de escasez estructural de fuerza de trabajo que perjudicaba a los propietarios. Pero el “problema del trabajo” no se limitaba a la cuestión de la escasez; en particular, los herederos requerían una fuerza de trabajo que se ofreciera en el mercado de forma regular, disciplinada y a bajos salarios. En este contexto, las ordenanzas municipales establecieron un marco legal para satisfacer las necesidades de los empleadores. La escasez fue enfrentada, por un lado, a través del incentivo, con estrategias como el ofrecimiento de salarios más altos que los establecidos por ley, los complementos en especie, la extensión de privilegios comerciales y la permisión de algunas prácticas ilícitas. Entre estos mecanismos económicos, cabe resaltar la importancia de los derechos comunales, cuya funcionalidad para el desarrollo de las relaciones asalariadas no siempre es advertida por la historiografía. Por otro lado, se empleó la coerción abierta, por medio de la sujeción legal de los asalariados a su empleador, la obligación a trabajar, la prohibición de emigrar en temporada alta y las renovaciones automáticas de los contratos. La centralidad de los mecanismos coactivos para captar trabajadores revela la naturaleza jerárquica y asimétrica de las relaciones asalariadas transicionales. La coexistencia entre la coerción y el incentivo, además, impone la necesidad de superar la dicotomía entre el trabajo “libre” y “no libre”; más bien, las formas de explotación que analizamos se asemejan a aquellas que Whittle y Lambrecht (2023) caracterizan como “less than free”.


En paralelo, los concejos extendieron la jornada laboral, establecieron salarios máximos y, en el caso de Albacete, prohibieron el destajo y las cuadrillas, todo lo cual volcaba las condiciones de trabajo en beneficio de los empleadores. En la medida en que la legislación alivió el “problema del trabajo”, queda en evidencia la importancia de la intervención del poder político en la construcción del mercado laboral. Ello invita a repensar el vínculo entre desposesión y asalarización, que fue menos inmediato de lo que a veces se supone. La creciente dificultad de un estrato del campesinado para alcanzar su subsistencia por sus propios medios creó las condiciones para la difusión de las relaciones asalariadas; sin embargo, hacia los siglos XV y XVI, esta dinámica era aún insuficiente para crear una fuerza de trabajo disciplinada, barata y regular. En este escenario, la legislación fue un instrumento ineludible para que las transformaciones de las economías campesinas dieran paso a un mercado de trabajo.


La dimensión espacial del trabajo asalariado contribuye a complejizar el asunto. Las ordenanzas revelan que las migraciones a las ciudades, estacionales o permanentes, constituían una estrategia reproductiva de los campesinos pobres. En este sentido, dado el dinamismo del vínculo campo-ciudad, resaltamos la imposibilidad de pensar el mercado de trabajo rural de forma desvinculada del escenario urbano. Por último, una comparación entre los concejos estudiados arroja que en 5 de los 10 —Guadalajara, Maqueda, La Torre de Esteban Hambrán, Santorcaz y Mestanza— las menciones al trabajo asalariado son escasas, indirectas o incluso inexistentes; se trata, exceptuando el caso de Guadalajara, de los poblados más pequeños (véase Tabla 1). Por el contrario, es en los concejos de mayor envergadura —Toledo, Talavera de la Reina, Ciudad Real, Albacete e Hita— en los que encontramos mayor cantidad de referencias. Las aldeas cercanas a las grandes ciudades solían presentar una estructura social más polarizada, una mayor difusión de las relaciones mercantiles y por ende una mayor presencia del trabajo asalariado (Salomon, 1964, p. 248; Brumont, 1984, p. 11), lo cual resulta coherente con una mayor densidad de legislación laboral.
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Notas


    1 Ladero Quesada (1980, p. 196) sostiene que las ordenanzas pueden constituir “un punto de partida valioso para realizar estudios comparativos y hasta de conjunto sobre determinadas estructuras económicas”. Por su parte, Porras Arboledas (1994, p. 55) postuló que “desde el punto de vista de medievalistas y modernistas interesa el estudio de los datos institucionales, económicos y sociales que suministran indirectamente las ordenanzas”. Véase también Ladero Quesada (1998; 2004).


    2  El trabajo de Colombo (2023) abarca el Reino de Castilla en su totalidad, pero se centra sobre todo en localidades de la submeseta norte y en Extremadura. De Castilla la Nueva, analiza únicamente el caso de Toledo.


    3  La datación de las compilaciones de ordenanzas es la siguiente: Maqueda (1399), Toledo (1400), Guadalajara (1470), Santorcaz (1484), Talavera de la Reina (1519), Mestanza (1530), Albacete (1577), La Torre de Esteban Hambrán (1590), Hita (1597), Ciudad Real (1632).


   4 
Los datos fueron tomados de la averiguación de la Corona de Castilla entre 1525 y 1540 (Carretero Zamora, 2008). El censo no brinda información sobre Mestanza, pero se trata de un concejo pequeño de la magnitud de Santorcaz o La Torre de Esteban Hambrán.


    5 Elaboración propia en QGIS. El contorno de Castilla la Nueva fue georreferenciado en base a un mapa de un cartógrafo italiano de 1696 (Cantelli da Vignola, 1696). El mapa original incluye las actuales provincias de Badajoz y Cáceres, que en rigor pertenecían a Extremadura, acaso por una cuestión fiscal. En nuestro mapa seguimos el trazo del de 1696, incluso cuando en este aspecto tenga poca precisión. De todas formas, los concejos trabajados pertenecen íntegramente a la región de Castilla la Nueva.


    6  “...qualquier persona de qualquiera hedad que sea que truxiere de lo ageno çesta de uvas o capilla o çurron o aldada o (...) aya de pena por cada una cosa de lo susodicho treynta maravedis e sy truxiere carga de uvas de lo ageno cayha de pena dozientos maravedis…” (Belda, 1945, p. 661). “...algunos vezinos desta villa para criar los majuelos que de nuebo ponen tienen en ellos rodrigones para reparo de que el aire no los despoxe y maltrate, y algunas personas se atienen a se los traer para quemar en sus casas o en el campo…” (Porras Arboledas, 1985, p. 110).


    7 “…que ningún heredado pueda dar ni de liçençia  a su cançilán ni a sus peones, ni a otra persona  para que pueda traher zepas, ni brazos de vides secas ni verdes, ni de ningún jénero que sea ni otra qualquier leña, ni el canzilán ni los demás peones la puedan traher aunque el heredado se lo mande, so pena de treçientos maravedís aplicados por quartas partes como dicho es. Y la misma pena tenga el dueño que diere la dicha lizenzia…” (De la Cruz Herranz, 1998, p. 426).


    8 “Que ninguna persona que fuere a segar los panes puedan traer gavillas, ni haces de mies, aunque diga que el dueño de la heredad se lo a y lo consientta, pena de verguenza pública, y devajo de la misma pena, hastta esttar alzado el pan de la alza, ninguna persona pueda entrar a espigar…” (Rahn Phillips, 1989, pp. 428-429).


    9  “...qualquier vezino de estta ciudad que reciviere criado para que le guarde su ganado de lana o cabrío por temporada, pueda acojerle en cada manada de quinienttas cavezas que tuviere en el termino de estta ciudad, hastta cincuentta cavezas, y no más, si escedieren de ello tengan de pena por la primera vez mil maravedís, y por la segunda dos mil maravedís, y por la tercera a el quintto, así el dueño del tal ganado, como el que lo acojiere...” (Rahn Phillips, 1989, p. 427).


    10  “...qualquier señor que toviere heredades en las aldeas de tierra de Toledo e arrendare una yugada de tierras o más o menos a este respecto, que los tales arrendadores dellas que pazcan con çient cabeças de ganado ovejuno o cabruno e non más, todavía labrando las dichas tierras que así arrendaren e morando el tal arrendador en el logar do así tomare la dicha renta continuadamente, con su muger e sus fijos e su casa poblada” (Morollón Hernández, 2005, p. 365).


    11  “...mandamos que cualesquier ganados que cualquier persona forastera ganare en soldada con vecino de esta villa y su tierra y la que de ello se criare y multiplicare en tanto que estuviere con amo de la dicha villa y su tierra residiendo en ella y en la dicha soldada para pastor pueda traer el dicho su ganado en la dicha tierra de la dicha villa con sus crías y lo que de ello se hubiere multiplicado sin pena alguna con tanto que el tal pastor diezme enteramente su diezmo y contribuya en todos los pechos y alcabalas (...) y si así no lo cumpliere el dicho pastor mandamos que no goce con más de la dicha su escusa como debe gozar” (Sánchez González, 1992, p. 130).


    12 También fuera de Castilla la Nueva, en Cuéllar, Plasencia y Segovia, el comunal era utilizado como complemento salarial de los trabajadores (Colombo, 2023, pp. 155-156). 


    13 Al sur de la Península, la migración laboral era más acentuada (Gutiérrez, 1999, p. 300; Florencio Puntas y López Martínez, 2003, p. 64; Borrero Fernández, 2010, pp. 357-358, 2014, pp. 37-38). Se trataba de un fenómeno de escala continental: también se constata en Francia (Duby, 1999, p. 370) y Países Bajos (Van Bavel, 2006, p. 66).


    14 Las cogederas de aceitunas de Extremadura se desplazaban más de 200 kilómetros hacia el sur de la Península en época de cosecha (Borrero Fernández, 2010, p. 359). A Jerez de la Frontera llegaban jornaleros de zonas tan alejadas como Badajoz y Jaén (Gutiérrez, 1999, p. 300).


    15 “...estando con los dichos sus amos en la dicha soldada dos o tres o más años…” (Sánchez González, 1992, p. 130).


    16 En Toledo, algunos hombres “anda[ba]n de noche, en tiempos desordenados, con armas vedadas, firiendo e matando e robando los omes en las calles e furtando en sus casas, e faziendo otros malefiçios” (Morollón Hernández, 2005, p. 396)


    17 “Otrosí, mandan los dichos señores Toledo (...) que todos los omes vagamundos que agora están en esta çibdat, que non tienen nin saben ofiçio con que se mantengan nin otrosí señores con quien bivan, que desde oy fecho este pregón fasta terçer día primero siguiente, busquen señores con quien bivan, e se metan a trabajar e afanar en tal manera por que su sudor e trabajo se puedan proveer e mantener por que non anden así folgazanes e vagabundos. E si lo así non quisieren fazer, que dentro en el dicho término del dicho terçero día partan de aquí e se vayan fuera desta çibdat a bevir a otras partes” (Morollón Hernández, 2005, pp. 396-397).


    18 Las ordenanzas en las que se basa Colombo (2023, pp. 151-152) son de Cuéllar (1409) y Alba de Tormes (1428). Las de Borrero Fernández (2010, pp. 357-358) son de Marchena (1528).
En Andalucía, al menos hasta el siglo XVIII, estaba prohibida la migración de trabajadores fuera del término (González Beltrán, 2005, p. 20). Particularmente en Morón de la Frontera, a fines del siglo XVII, estaba prohibido socorrer con pan en invierno a aquellos que habían emigrado durante la cosecha para trabajar en otras regiones (Gamero Rojas, 1998, p. 146). 


    19  “...en tanto quanto los dichos señores de los dichos lugares o qualquier dellos toviere tierras abasto para en que labren los dichos sus vasallos por rentas o por vasallages o por terrazgos o en otra manera qualquier, que non sean osados los tales vasallos de arrendar, nin tomar a terradgo nin en otra manera qualquier, tierras algunas para labrar por pan en los dichos lugares do son vasallos de los dichos señores, nin en otro lugar alguno de la comarca de aquel logar a do son los vasallos de qualquier persona alguna de qualquier estado e condiçión que sea” (Morollón Hernández, 2005, p. 395). 


    20 “Otrosi ordenaron, que qualquier pastor o mozo asoldadado que siruiere vn año por su voluntad, que sea tenudo a seruir otro año luego siguiente, apremiandole tanto como le dieron el año passado” (Gamero, 1858, p. 12).


    21 “...que cada vez que por vos le fuere pedido que vengan algunos peones y obreros a poner algunos árboles o plantas en la dicha mi casa de Heras o hazer alguna obra en ella, que vengan so las penas que uos de mi parte les pusiéredes, con tanto que cada día de los que se ocuparen en lo susodicho les pagueis su trabajo al preçio que anduvieren en el dicho lugar” (De la Cruz Herranz, 1998, p. 400).

   22 “...todos e qualesquier peones que se cogieren para qualquier trabajo, sean obligados de yr con la persona o personas que se ouyeren cogido a haser el trabajo, para que se ouyere cogido, en el tienpo que entre ellos fuese puesto e asentado. E sy el tal peon o peones dexasen de lo cunplir, que por el mismo caso sean obligados de pagar a las tales personas, que las ouyeren cogido tanto quanto montare el jornal o jornales, que les avian de pagar” (Carrilero Martínez, 1997, pp. 206-207). Según Borrero Fernández (1987, p. 220) el jornalero “gana lo que trabaja, y cuando no puede hacerlo, lo mejor que puede ocurrirle es no recibir su sueldo, ya que en la mayoría de los casos, además de esto deberá pagar una especie de compensación al propietario que lo contrató”.

    23 “E sy el tal amo o amos que los cogieren non los levare a los tales trabajos, para que los cogio, o non les diere persona con quien vayan al dicho trabajo, que, por el mismo caso, sean obligados de pagar al tal trabajador o trabajadores el jornal o jornales que avian de ganar yendo a los dichos trabajos”. (Carrilero Martínez, 1997, p. 207).

    24 “...que ansí por parte de algunos arrendadores de alcabalas e monedas como de algunas personas, vezinos o moradores en esta çibdat, maliçiosamente e movidos a la mala intuiçión, emplazavan e fazían emplazar, así por sí mesmos como por otros porteros e personas algunas, quinteros e apaniaguados e labradores e asoldadados e vaquerizos e pastores de qualesquier vezinos de Toledo, que tienen e proveen su fazienda e labrança e sus bienes e herederos en los logares e aldeas del término e tierra e jurediçión de Toledo, sobre qualesquier pleitos e demandas çeviles e criminales, para ante los alcaldes de Toledo como antel juez de la faldas de Toledo o ante cualquier dellos, para toda la selmana” (Morollón Hernández, 2005, p. 361).

    25 “Mayormente que dixeron que nunca, en algún tiempo fasta aquí, se acostumbraron de demandar nin levar la tal alcabala de las dichas aldahalas nin tributos (...) que de aquí en adelante non conoçiesen del alcabala de los tales pleitos de las dichas adahalas e tributos, nin mandasen apreçiar las gallinas e capones e cabritos nin carneros nin las semejantes cosas que así davan por razón de las dichas aldahalas e tributos, nin mandasen pagar de ello alcabala alguna” (Morollón Hernández, 2005, p. 363).

    26 Benjamin Coriat (1982, p. 63) sostiene que todavía a fines del siglo XIX y principios del XX, la cantidad de obreros que obtenía parte de su reproducción al margen del mercado de trabajo no era nada despreciable. Ante esto, “el capital siguió incluso la política consciente y deliberada de favorecer la reproducción de esa situación para mantener bajos los salarios”.

    27 Colombo (2008, p. 172) sostiene que “el éxito de la regulación mercantil local depende de su propia auto-limitación, a partir del reconocimiento de fuerzas económicas que puede moldear, pero no manipular a su antojo”. Esta lógica, que el autor encuentra para la regulación de los precios de las mercancías de consumo, rige también el comportamiento de los topes salariales.

    28 Para Francia, Duby (1999, p. 370) sostiene: “Cuando habían vendido su exiguo patrimonio, muchos de estos campesinos [empobrecidos] iban a la ciudad, esperando encontrar allí una vida mejor. A veces este éxodo tomaba el carácter de migración temporal…”.

    29 La doble sanción en caso de sobrepasar los salarios máximos data, al menos, del Ordenamiento de Pedro I (Torres Fontes, 1961).

    30 En otras regiones de Europa, los asalariados también cobraban al menos parte de sus salarios en especie (Feller, 2007, p. 337; Claridge et al., 2024). Incluso entrado el siglo XVIII, las formas no monetarias del salario seguían siendo habituales en el sur de la Península (Gamero Rojas, 1998, p. 139; González Beltrán, 2005, p. 17). 

    31 Sobre los cavadores y podadores: “...permytian que demas del dicho preçio las personas que levaren los dichos trabajadores les puedan dar vna comyda e vna colaçion a la noche, segund se acostunbra fazer” (Carrilero Martínez, 1997, p. 190). Sobre los tapiadores y yeseros: “...les puedan dar y comer, segund se a acostunbrado en los trabajos los tienpos pasados” (Carrilero Martínez, 1997, p. 205).

    32 Los complementos estaban prohibidos en algunas partes de Castilla (Colombo, 2023, pp. 154-155) y en Granada y Jerez de la Frontera (Luna Díaz, 1981, p. 117; Gutiérrez, 1999, p. 308). En Albacete, estaba establecido que las horneras “non puedan pedir pan en bollo nyn otras dadivas algunas, asy como hornazo nyn çederias nyn otras cosas”, lo que parece indicar que algunas exigían parte del pan que cocían como complemento de su salario (Carrilero Martínez, 1997, p. 211).

    33 Según Gutiérrez (1999, pp. 298-300), las cuadrillas solían estar formadas por 16 trabajadores, y no era inusual que hubiera lazos familiares entre ellos.

    34 En Morón de la Frontera, también estaban prohibidas las cuadrillas durante el siglo XVII  (Gamero Rojas, 1998, p. 146).

    35 “...so pena quel sennor de tal ganado, que lo diere a desquilar al dicho destajo, e los desquilador o desquiladores que lo tomaren al tal destajo cayga e yncurra cada vno dellos en pena de (...) E questa pena se entienda asy al que los diere conmo al que los rresçibiere” (Carrilero Martínez, 1997, pp. 200; 203).

    36 Con los oficios urbanos la situación era similar. En Toledo, los albañiles y carpinteros tomaban muchas labores a destajo para luego elegir las mejores pagas y abandonar las otras. El concejo dispuso que no tomaran obras nuevas mientras aún estaban realizando otras (Morollón Hernández, 2005, p. 27). Al igual que en el mercado de trabajo rural, el salario a destajo permitía a los artesanos de la ciudad volcar la escasez de fuerza de trabajo en su favor. Resulta llamativo el silencio de las ordenanzas con respecto a la cosecha de cereales, acaso porque allí el destajo estuviese permitido.

    37 Este fenómeno en Borrero Fernández (1987, pp. 217-218, 2010, pp. 358-359) y Colombo (2025, p. 10).

    38 Una ordenanza de Ciudad Real deja entrever que algunos asalariados aprovechaban el tiempo de traslado hacia sus sitios de trabajo para hacer pastar a sus animales. Así, lograban realizar, dentro del pequeño margen que les quedaba, alguna actividad reproductiva los días que se empleaban a jornal. De todas formas, se trata de una excepción más que de la norma. “Que todos los travajadores que salen al campo con sus bestias, las lleven con bozales puesttos mienttras van y vienen hastta el puestto del travajo y bueltta a su casa, y en el dicho puestto del travajo no an de esttar en las viñas, panes ni olivares, sino en los cotos de estta ciudad comiendo la yerba, pena por cada que contrabinieren a estta dicha ordenanza de cien maravedis, aplicados en la forma dicha aliándose sin bozales…” (Rahn Phillips, 1989, p. 28).
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